ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 31 05 003 2018 00385
ACCIONANTE: MARÍA AMPARO OSSA Y OTRAS VS. ICBF Y OTRO
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Proceso:
Acción de tutela de primera instancia

Radicado:
66001 31 05 003 2018 00385

Accionante:
María Amparo Ossa y otras Vs. ICBF y otro

Asunto:

Confirma decisión

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / TRABAJO / CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / PERJUICIO IRREMEDIABLE / MADRES COMUNITARIAS / NATURALEZA LABORAL DE SUS PRETENSIONES.
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. (…)
“… en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

“… debe precisarse que la Corte Constitucional en el Comunicado No.31 de agosto 8 y 9 de 2018 (Sentencia SU-079 de 2018 del 9 de agosto de 2018) reiteró su precedente en cuanto a la inexistencia de un contrato realidad entre las madres comunitarias, madres sustitutas y el ICBF por la asistencia comunitaria desarrollada antes del año 2014. Así mismo, reafirmó que “ante la carencia de una relación subordinada entre las partes se impone como consecuencia el decaimiento de la reclamación de salarios y las prestaciones sociales derivadas del mismo y a cargo del empleador”
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintidós (22) de octubre de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No. 0940
Hora: 4:00 p.m.
 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la impugnación interpuesta por las señoras María Amparo Ossa y Luz Dary Sánchez de Marín actuando en causa propia y por el abogado Diego Alberto Medina Díaz, quien actúa como apoderado judicial de las señoras Ofelia Villa de Orozco, María Amanda Pérez, María Nubia Ibarra Trejos, Lucy de Jesús Valencia Vallejo y Alcira García frente al fallo emitido el 24 de agosto de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del ICBF y otros.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1.  La señora María Amparo Ossa estuvo vinculada con el ICBF desde el mes de agosto de 1992 hasta la fecha, como madre comunitaria, atendiendo lo descrito en ley 89 de 1988, siguiendo las órdenes y directrices del ICBF y la señora Luz Dary Sánchez de Marín estuvo vinculada con el ICBF desde el mes de octubre de 1985 hasta agosto de 1990 como madre comunitaria, atendiendo lo estipulado en la ley 89 de 1988, siguiendo las órdenes y directrices del ICBF.   Ambas expusieron como hechos similares, los siguientes:
· Prestaron funciones tales como: i) cuidar a los niños a su cargo en el hogar comunitario, ii) alimentarlos, iii) organizar y realizar actividades pedagógicas, iv) estar al cargo de la higiene salud de cada uno de los menores, etc.
· Su jornada laboral iniciaba a las 5:00 am; a partir de las 8:00 am llegaban los menores para dar inicio a sus actividades lúdicas y su cuidado, hasta que sus padres los recogieran, por lo cual su trabajo superaba la jornada máxima de 8 horas diarias. 

· Los servicios como madre comunitaria los desempeñaron bajo completa subordinación, la cual se puede apreciar en la supervisión, vigía, calificación de desempeño que ejerce el ICBF.
· El ICBF realiza periódicamente supervisiones a los hogares de los cuales son responsables de acuerdo al Manual Operativo de la entidad.
· Desde su vínculo como madres comunitarias han recibido un pago o remuneración periódica de sus servicios, la cual siempre fue la mitad del salario mínimo legal mensual vigente hasta el 2 de febrero del año 2014 en donde se logró equiparar al salario mínimo dando cumplimiento a la sentencia T-628 de 2012 y la ley 1607 del mismo año. 
· El ICBF no les realizó las cotizaciones al sistema de seguridad social, sistema social en salud o riesgos profesionales de forma oportuna, teniéndose en cuenta que entre el mes de diciembre de 1985 y hasta la fecha cuenta con un consolidado total de 720,57 semanas cotizadas de forma discontinua, en el caso de María Amparo Ossa.
· De contar con los aportes que al entidad accionada, podrían acceder a una pensión de vejez o bono pensional. 
· No cuentan con fuente de ingresos digna que les permita garantizar una vejez tranquila, ya que dedicaron sus vidas a la labor con los niños, y considerando que el ICBF no le garantizó los derechos laborales, no está gozando de una pensión que le permita cubrir sus necesidades básicas. 

· El ICBF ha respondido negativamente a las reclamaciones de las acreencias laborales y parafiscales que su grupo de madres comunitaria ha realizado a nivel nacional.  
· Por lo anterior, elevaron reclamación administrativa ante el ICBF, solicitando no solo el reconocimiento de los aportes a pensión sino también las demás acreencias laborales a las que tiene derecho.
En ese orden de ideas solicitaron i) tutelar los derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, dignidad humana, mínimo vital y al trabajo, ii) ordenar al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF que en un término prudencial contado desde la sentencia proceda a pagar a la Administradora de Pensiones el correspondiente retroactivo a los parafiscales por aportes en pensión desde el día de vinculación como madre comunitaria hasta el momento que fungió, es decir, desde agosto de 1987 hasta la fecha por concepto de la afiliación que debió realizar al sistema de seguridad social en pensión de forma continua e ininterrumpida en lo que tiene que ver con la señora  María Amparo Ossa y desde octubre de 1985 hasta agosto de 1990 con respecto  la señora Luz Dary Sánchez de Marín, iii) advertir a la entidad accionada las consecuencias en caso de incumplimiento y que la impugnación al fallo no suspenda el término de cumplimiento del mismo, iv) las demás que en su condición de fallador de ultra y extra petita encuentre probadas (Fls. 4 y 32 cuaderno principal).
Allegaron los documentos que sustentan los hechos y pretensiones de la demanda de tutela 13-26 y  folios 39 y 40 cuaderno número 1º.
2.2. Las señoras Alcira García, María Amanda Pérez, María Nubia Ibarra Trejos, Lucy de Jesús Valencia Vallejo y Ofelia Villa de Orozco a través de su apoderado judicial, Dr. Diego Alberto Medina Díaz, mencionaron que estuvieron vinculadas al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como madres comunitarias, atendiendo las estipulaciones contenidas en la ley 89 de 1988, normativa que implementó los hogares comunitarios de bienestar, cuya sostenibilidad económica se surte a través de becas del ICBF y que allí cumplieron actividades propias de dicha institución.
-   La señora Ofelia Villa de Orozco trabajó en el ICBF desde el año 1985 hasta el año 2004 como madre sustituta, sin que se le hubieran realizado las cotizaciones al sistema general de seguridad social y por consecuencia se generara el derecho a recibir por parte del ICBF la pensión restringida del artículo 8 de la ley 171 de 1961, además aún tiene a su cargo un joven que es mayor de edad, desde los 10 meses de edad.
-    La señora María Amanda Pérez trabajó desde el año 1994 en el ICBF como madre comunitaria hasta el año 2007 con quince niños a su cargo y posteriormente como madre sustituta hasta el 12 de junio de 2015 donde llego a tener hasta seis niños simultáneamente. Aclaro que desde el año 1994 hasta el año 2013 su vinculación laboral fue directamente con el ICBF y a partir de esta última calenda y hasta el año 2015 la vinculación fue a través de la asociación “Mundos Hermanos”.
· La señora María Nubia Ibarra Trejos trabajó desde el 17 de noviembre de 1987 en el ICBF hasta la actualidad como madre sustituta, para ese momento aún tenía a su cargo un joven discapacitado. 
· La señora Lucy de Jesús Valencia Vallejo trabajó desde el 26 de agosto de 1983 en el ICBF hasta el día en que se le notificó la pérdida de calidad de hogar sustituto el día 2 de noviembre del 2017.  Lo cual no es cierto, pues actualmente tiene a un joven discapacitado a su cargo desde hace 28 años. A partir del 2013 su vinculación laboral con el ICBF fue a través de la asociación “Mundos Hermanos”. 
· La señora Alcira García trabajó desde el 16 de marzo de 2001 hasta la actualidad como madre sustituta, tiene a su cargo un niño con condiciones especiales de salud como epilepsia y retraso mental. 

Como hechos comunes, el abogado de las accionantes mencionó los siguientes:

· Prestaron personalmente sus servicios como madres sustitutas y comunitarias, encomendándoles el cuidado general de la infancia y adolescencia con funciones permanentes y supervisadas entre otras las siguientes: i) cuidar a los niños asignados al hogar sustituto o comunitario, ii) alimentarlos, iii) organizar y realizar actividades pedagógicas, iv) estar al tanto de la salud e higiene personal de cada uno de los menores. 
· El ICBF realizaba periódicamente supervisiones por parte de las coordinadoras del centro zonal a los hogares de los cuales sus poderdantes son responsables de acuerdo al manual operativo de la entidad.

· Sus jornadas laborales diarias comenzaban a las 5:00 am con el alistamiento de la casa y la preparación de los alimentos para los niños beneficiarios, por lo cual su jornada laboral excede la jornada máxima legal de 8 horas. 

· La remuneración periódica que reciben como madres comunitarias y sustitutas es con la asignación y pago de una “beca” de medio salario mínimo mensual vigente como salario hasta el 2 de febrero de 2014 donde se logró equiparar al salario mínimo dando cumplimiento a la sentencia T-628 de 2012 y la ley 1607 del mismo año. 

· Bajo ese contexto, el ente accionado ha omitido pagar a favor de sus poderdantes los respectivos aportes parafiscales al sistema de seguridad social especialmente en materia pensional; las prestaciones causadas a su favor no han sido liquidadas ni canceladas, dicha omisión hace que las actoras no puedan acceder a una pensión de vejez, así mismo no cuentan con una fuente de ingresos digna que permita garantizarles una vejez tranquila, pues dedicaron su vida a la labor con los niños.
· Señaló que se puede observar la plena configuración del contrato realidad estipulado en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo.
· Expuso que presentó solicitud de pago de acreencias laborales ante el ICBF, en diferentes fechas para cada una de sus mandantes, a saber, Ofelia Villa Orozco el 31 de julio de 2017, María Amanda Pérez el 30 de enero de 2017, María Nubia Ibarra Trejos no realizó reclamación, Lucy de Jesús Valencia Vallejo el 19 de enero de 2017 y Alcira García el mes de enero de 2018; de las cuales recibió respuestas negativas. 

· Pese a la declaración de nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016 se reconoció de manera definitiva la procedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de los derechos pensionales de la madres comunitarias, que como acontece en el presente caso, por su avanzada edad y condiciones especiales se les ocasionaría un perjuicio irremediable al tener que acudir al mecanismo ordinario. 
Solicitó a favor de sus representadas: i) tutelar los derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital, al trabajo, la estabilidad laboral reforzada de las personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta como sus poderdantes y ii) ordenar al ICBF que en el término prudencial contado desde la sentencia proceda a pagar a la Administradora de Pensiones los aportes pensionales no realizados a sus prohijadas, junto con los intereses moratorios causados desde la fecha de su vinculación al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF hasta la fecha; o en su defecto, a reconocer pensión sanción en razón a los “derechos inalienables de las personas de la tercera edad” (Fls. 140-165 Cuaderno dos). 
Obran como pruebas los siguientes documentos: i) poder especial, ii) historia laboral de la señora Alcira García, iii) varias certificaciones, iv) copia de cedula de ciudadanía de las accionantes, v) declaraciones juramentadas, vi) acta por la cual se adquiere la calidad de hogar sustituto, vii) copia de proceso de gestión de restablecimiento de derechos, viii) copia de derecho de petición, ix) respuestas a derechos de petición (Fls. 1-139). 
3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1. INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR - ICBF SEDE PRINCIPAL EN BOGOTÁ D.C.
Se refirió a cada uno de los hechos para concluir que no le consta al ICBF que las accionantes ejercieron la actividad de madres comunitarias o sustitutas, debe considerarse que el ICBF no tiene posibilidad de establecer la veracidad del tiempo de actividad, por cuanto no tiene vínculo laboral.  Además, explicó que el ICBF no tiene obligaciones frente a aportes a pensión y prestaciones sociales. 
Se refirió a las sentencias de la Corte Constitucional para señalar que en sus providencias se dijo que entre el ICBF y las madres comunitarias no existen un vínculo laboral.  Además, que en la Sentencia T-480 de 2016 que declaró la existencia de contrato realidad entre las madres comunitarias y el ICBF fue declarado nulo parcialmente por desconocimiento del precedente judicial de la Corte Constitucional.   Igualmente, las órdenes dadas por esa Corporación de realizar trámite administrativo para que las madres comunitarias fueran reconocidas como beneficiarias del fondo de solidaridad pensional-FSP fueron declaradas nulas, mediante auto 217 de 2018.
Recalcó que el ICBF no tiene obligaciones frente a los aportes a pensión de las madres comunitarias, lo cual fue ratificado por la sala plena de la Corte Constitucional  mediante sentencia SU-079 de 2018 del 9 de agosto. 
Precisó que las pretensiones de la acción de tutela desconocen el principio de legalidad, derecho a la seguridad social e igualdad, y dentro de la seguridad social hizo mención a i) la ley 100 de 1993, ii) los trabajadores independientes subsidiados por el FSP, iii) la norma CONPES 2753 del 21 de diciembre de 1994 y el Decreto 1858 de 1995.
Consideró que el ICBF no ha incurrido en acción u omisión, en vista a que toda la normatividad y jurisprudencia señala que no existe vínculo laboral con las madres comunitarias, lo cual implica que no tenga obligaciones frente a los aportes a pensión de las accionantes, pues estas eran responsables de afiliarse y realizar aportes al sistema de pensiones (Fls. 54-65 del cuaderno principal). 
Como prueba anexó el comunicado de prensa No. 31 del 08 y 09 de agosto de 2018 de la Corte Constitucional (Sentencia SU-079 del 9 de agosto de 2018) (Fls. 66-69 ídem).

3.2.  COLOMBIA MAYOR CONSORCIO 2013
Explicó que la naturaleza de ese fondo de solidaridad pensional está reglamentado por el artículo 25 de la ley 100 de 1993, como cuenta especial del presupuesto general de la Nación, sin personería jurídica adscrito al Ministerio del trabajo y se refirió al funcionamiento del programa de subsidio al aporte en pensión.
Indicó que en cuanto a la  situación actual de las accionantes en el programa de subsidio al aporte en pensión, una vez consultada la base de datos de beneficiarios del Fondo de Solidaridad Pensional (FSP), se logró establecer que la señora María Amparo Ossa se afilió al mismo el 1º de agosto de 1996 en el grupo poblacional “madre comunitaria” y  fue retirada el 20 de junio de 2002 por la causal de pérdida del derecho “cuando dejé de cancelar cuatro (4) meses continuos el aporte que le corresponde”, ii) se afilio al Programa de subsidio al aporte en pensión-PSAP, el 01 de agosto de 2008 en el grupo poblacional “madre comunitaria”, iv) fue retirada el 09 de marzo de 2016 por la causal de pérdida del derecho “cuando dejé de cancelar cuatro (4) meses continuos el aporte que le corresponde”. 
Mencionó que la señora Luz Dary Sánchez de Marín ingresó al Programa Colombia Mayor el 01 de noviembre de 2013 y su estado actual es activo. 

Explicó cada uno de los siguientes ítems con respecto a los beneficiarios del programa: i) retiro realizado por el no pago de los aportes durante 4 meses conforme a la causal se encuentra establecida en el numeral e del artículo 9 del Decreto 2414 de 1998, por tanto, la accionante que incurra en la causal mencionada perdió el derecho al subsidio por el no pago de los aportes durante 4 meses consecutivos; ii) cancelación de beneficiarios por la causal de capacidad de pago, iii) situación laboral de las madres comunitarias, reguladas mediante el Decreto 289 de 2014, iv) existencia de la subcuenta de subsistencia del fondo de solidad destinado a ex madres comunitarias, así las cosas señaló que es competencia del ICBF realizar el proceso de selección de beneficiarios sin que el Consorcio Colombia Mayor, intervenga en el proceso ni determine que beneficiarios deben ingresar.

Consideró que en este caso no procede la tutela por las siguientes razones: i) imposibilidad de aplicar como precedente jurisprudencial la sentencia T-639 de 2017, ii) las accionantes no puede considerarse como sujeto de especial protección por su edad, iii) la acción de tutela no es el medio idóneo para solicitar el reconocimiento de prestaciones económicas, iv) la tutela falta al principio de inmediatez, v) la tutela falta al principio de subsidiariedad, vi) falta de legitimación en la causa, vii) posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa sin que se materialice un perjuicio irremediable, viii) ausencia de requisitos para someter una controversia laboral a juicio de acción de tutela, ix) objeciones a las declaraciones extrajuicio presentadas y x) solicitud de vinculación al Ministerio de Trabajo.
Solicitó se denieguen las pretensiones de las accionantes, al considerar que no se ha vulnerado derechos fundamentales.  Así mismo, solicitó que se desvincule del trámite tutelar al Consorcio Colombia Mayor 2013, por falta de legitimación en la causa por pasiva (Fls. 70-80 cuaderno principal).
Allegó copia de la sentencia STL7645-2017 del 06 de junio de 2018, radicado No. 80029 proferida por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, M.P. Luis Gabriel Miranda Buelvas, por medio de la cual se determinó que el reconocimiento y pago de aportes parafiscales de las madre comunitarias deben ser ventiladas ante la jurisdicción laboral (Fls. 81-86 ídem). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 23 de agosto de 2018 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió  declarar improcedente el amparo solicitado por las accionantes al considerar que las mismas cuentan con otro medio judicial de defensa, máxime que en este caso no halló que las mismas se encontraran frente a un perjuicio irremediable.  Igualmente, señaló que no se había cumplido con el principio de la inmediatez en atención a que en la demanda se alegó que la entidad accionada había omitido el pago de períodos que datan del año 1998.  

Además, consideró el A quo que en torno a la supuesta relación laboral o contrato de trabajo, es claro que este debe ser ventilado ante el juez administrativo o laboral, toda vez que sus actividades fueron definidas por Decreto como un aporte en solidaridad con familias pobres, al paso que las madres comunitarias podían beneficiarse de una beca y de los aportes voluntarios que hicieran los padres de familia, teniendo la posibilidad de afiliarse como trabajadoras independientes, y por lo que se aplica el principio de responsabilidad por hecho propio (Fls. 87-91 del cuaderno principal). 
Las señoras María Amparo Ossa y Luz Dary Sánchez de Marín y las entidades accionadas fueron notificadas del anterior fallo mediante correo electrónico del el 23 de agosto de 2018 (folio 92 cuaderno principal) y las señoras Alcira García, María Amanda Pérez, María Nubia Ibarra Trejos, Lucy de Jesús Valencia Vallejo y Ofelia Villa de Orozco fueron notificadas a través de su apoderado judicial, Dr. Diego Alberto Medina Díaz, mediante correo electrónico del 5 de septiembre de 2018 (folio 110 ídem). 

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1. Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 10 de septiembre de 2018, el apoderado de las señoras Ofelia Villa de Orozco, María Amanda Pérez, María Nubia Ibarra Trejos, Lucy de Jesús Valencia Vallejo, María Arcila García presentó las siguientes inconformidades respecto de la sentencia de primera instancia, señalando que de acuerdo a la Corte Constitucional en sentencia T-282A de 2016, las madres comunitarias son sujetos de especial protección constitucional al encontrarse en estado de debilidad manifiesta. 
Consideró que no se tuvo en cuenta el acervo probatorio que obra en la foliatura, habida cuenta que contenían las circunstancias particulares de cada accionante, quienes no solo tienen edades que las hace parte del grupo poblacional de la tercera edad, sino que son cabeza de familia y tienen cuidado personas con medida de protección sin recibir ninguna remuneración por ello, quedaron en desprotección, tal como se infiere de la declaraciones extrajudiciales. 

Hizo relación a las circunstancias particulares de cada una de sus prohijadas para concluir que en el fallo de primer grado no se hizo un estudio sobre la procedencia del amparo por cuanto las mismas tienen afectado su  mínimo vital, pues no tienen las condiciones básicas y prestaciones sociales para que la persona humana pueda llevar una vida libre del temor y de las cargas de la miseria.
Mencionó la Sentencia T-480 de 2016 de la Corte Constitucional en la que se dispuso  la procedencia de la acción de tutela, respecto de los derechos pensionales de las madres comunitarias dada su protección especial. 

Solicitó que el fallo de tutela de primera instancia sea revocado, y en su lugar sean tutelados los derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital, al trabajo, la estabilidad laboral reforzada de las personas que se encuentran en estado de debilidad, y se ordene al ICBF que en un término prudencial contado desde la sentencia proceda a pagar a la Administradora de Pensiones los aportes pensionales no realizados a sus prohijadas, junto con los intereses moratorios causados desde la fecha de su vinculación al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF hasta la fecha; o en su defecto a reconocer pensión sanción en razón a los “derechos inalienables de las personas de la tercera edad” (Fls.111-118). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (Subrayas nuestras)

6.6. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte Constitucional
 ha determinado por regla general que la acción de tutela para solicitar la declaración de contrato de trabajo en virtud de la primacía de la realidad resulta improcedente por cuanto existen mecanismos judiciales ya ante la ordinaria o contenciosa, dependiendo de la naturaleza de la entidad, que en el caso en concreto al ser el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar un establecimiento público
, lo sería la jurisdicción de lo contencioso administrativa, de conformidad con el artículo 4 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; sin embargo, su procedencia es excepcional, cuando el agotamiento de los medios ordinarios de defensa suponen una carga excesiva para el interesado, o cuando por cualquier otra razón, el trámite de un proceso ordinario lo expone a un perjuicio irremediable.

 
6.7.  Asimismo ha dicho que para que la acción de tutela proceda como mecanismo principal y definitivo el actor debe acreditar que no cuenta con otros medios de defensa judicial y que teniéndolos no son idóneos, mientras que para que opere el amparo como mecanismo transitorio, que aun siendo idóneos los mecanismos ordinarios, estos pueden ser desplazados por tutela ante la necesidad de evitar la consumación de un perjuicio irremediable, así la protección constitucional opera provisionalmente hasta que se resuelva por la jurisdicción competente de forma definitiva.  Para tal efecto la Corte
 manifestó que “el juez constitucional debe valorar las circunstancias particulares que enfrentó el accionante en aras del reconocimiento de su derecho. El tiempo transcurrido desde que formuló la primera solicitud de reconocimiento pensional, su edad, la composición de su núcleo familiar, sus circunstancias económicas, su estado de salud, su grado de formación escolar y su potencial conocimiento sobre sus derechos y sobre los medios para hacerlos valer son algunos de los aspectos que deben valorarse a la hora de dilucidar si la pretensión de amparo puede ser resuelta eficazmente a través de los mecanismos ordinarios, o si, por el contrario, la complejidad intrínseca al trámite de esos procesos judiciales amerita abordarla por esta vía excepcional, para evitar que la amenaza o la vulneración iusfundamental denunciada se prolongue de manera injustificada”.
 
6.8.  En relación con la idoneidad del medio judicial adujo, también el órgano de cierre en materia constitucional
 que es necesario revisar que los mecanismos judiciales tengan la capacidad para proteger de forma efectiva los derechos de la persona, esto es, verificar que las pretensiones pueden ser tramitadas y decididas de forma adecuada por esta vía, o si por su situación, no puede acudir a dicha instancia.    Y respecto del perjuicio irremediable, que debe estar acreditado, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia de la acción de tutela, teniendo en cuenta que al Juez de tutela le está vedado, en términos de la Corte Constitucional
, estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo el contexto en el que ha ocurrido el presunto perjuicio.  Asimismo dicho perjuicio en los términos de la Corte Constitucional
 debe ser (i) inminente, esto es que amenaza o está por suceder; (ii) urgente, que es necesario realizar o ejecutar para dar respuesta con prontitud; (iii) grave, que equivale a la intensidad del daño en la persona y (iv) que sea la acción de tutela impostergable en virtud de la urgencia y gravedad.

6.9.  En lo que tiene que ver con el requisito de la inmediatez dijo la Corte Constitucional en la misma providencia, lo siguiente:

“13… tratándose de asuntos en donde se reclama el reconocimiento y pago de prestaciones periódicas relacionadas con derechos pensionales, como es el caso de los aportes a pensión en el Sistema General de Seguridad Social, esta Corporación ha sido enfática al precisar lo siguiente: “en virtud de su naturaleza, los derechos prestacionales, como las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, son imprescriptibles
. Es decir, pueden ser reclamados en cualquier tiempo, por lo que se descarta la posibilidad de que un juez se abstenga de reconocerlos bajo el argumento de que la acción de tutela resulta improcedente por razones de inmediatez, al no haber sido instaurada en un término razonable, pues tales derechos siempre serán actuales.”
 (Subrayas nuestras).

6.10.  En el caso en concreto,  las accionantes acudieron al juez constitucional con el fin de solicitar su intervención para el amparo de sus derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, dignidad humana, mínimo vital, trabajo, estabilidad laboral reforzada de las personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta, como quiera que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF no ha cancelado a las mismas los aportes parafiscales en pensiones causados y dejados de percibir desde la fecha de vinculación como madres comunitarias al programa Hogares Comunitarios de Bienestar  hasta la fecha, con sus correspondientes intereses moratorios; o en su defecto a reconocer pensión sanción, en razón a los “derechos inalienables de las personas de la tercera edad”.  Fundan su reclamo en que son personas que no cuentan con ingresos que le permitan garantizar una vejez tranquila o acceder a una pensión de vejez, se encuentran en una situación económica precaria, al carecer de medios que le permitan llevar una vida digna.  Además, aseguran algunas que por sus edades y deteriorada salud, procede la tutela con el fin de que se declare que entre el ICBF y las actoras existe o existió un contrato de trabajo realidad como madres comunitarias al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y de esta manera, se les reconozca y pague los aportes parafiscales en pensiones causados y dejados de percibir desde la fecha de vinculación como madres comunitarias hasta la fecha. 
6.11. De los escritos introductorios de las demandas de tutela, los hechos que fueron detallados en los mismos, y el acervo probatorio obrante en el infolio se extrae lo siguiente de cada accionante:
1. María Amparo Ossa
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el mes 10 de agosto de 1992, laboró en la Asociación de padres de hogares comunitarios del Barrio Siete de Enero en el ICBF de la Virginia Risaralda. Fecha de nacimiento 20 de diciembre de 1952, aportó historia laboral, certificaciones del ICBF, (Fls. 13-26 cuaderno 1). Edad: 65 años.
2. Luz Dary Sánchez de Marín
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el 22 de octubre de 1985 hasta de 30 julio de 1988 en el hogar comunitario los pitufos en la ciudad de Santa Rosa de Cabal.  Fecha de nacimiento 29 de marzo de 1949, aportó declaración extrajuicio y certificados del ICBF (folios 37-40 cuaderno 1). Edad: 69 años. 
3. Alcira García
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el 16 de marzo de 2001 hasta la actualidad. Laboró en la Asociación mundos hermanos en la ciudad de Pereira. Fecha de nacimiento 30 de mayo de 1951, aportó historia laboral, certificaciones, poder especial, declaración juramentada No. 1494,  (folios 1-54 cuaderno 2).  Edad: 67 años.
4. Ofelia Villa Orozco
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el año 1985 hasta el año 2004 como madre sustituta. Laboró en la Asociación Mundos Hermanos de la ciudad de Pereira.  Fecha de nacimiento 17 de junio de 1939, aportó derecho de petición, respuesta al derecho de petición, declaración extrajuicio, declaración juramentada,  (folios 56-67 cuaderno 2). Edad: 79 años.
5. María Amanda Pérez
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el 13 de febrero de 1994 hasta el año 2007 con quince niños a cargo y posteriormente como madre sustituta hasta el 22 de junio de 2015. Laboró en la Asociación Mundos Hermanos en la ciudad de Pereira. Fecha de nacimiento 13 de diciembre de 1965, aportó Resolución No. 080, respuesta de derechos de petición, copia de reclamación administrativa, poder (folios 69-101 cuaderno 2).  Edad: 52 años.
6. María Nubia Ibarra Trejos
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el 17 de noviembre de 1987. Laboró la Asociación Mundos Hermanos de Pereira. Fecha de nacimiento 16 de junio de 1945, aportó poder, acta por la cual se adquiere la calidad de hogar sustituto, contestación a derecho de petición,  (folios 103-118 cuaderno 2). Edad:  73 años.
7. Lucy de Jesús Valencia Vallejo
: se vinculó al ICBF como madre comunitaria desde el 26 de agosto de 1983. Laboró en la Asociación Mundo Hermanos. Fecha de nacimiento 23 de julio de 1945, aportó respuesta a reclamaciones administrativas por parte del ICBF, certificación del ICBF, historia laboral, resoluciones del ICBF, declaración juramentada (folios 120-139 cuaderno 2). Edad: 73 años.
6.12. De lo anterior, se puede resumir que de las 7 demandantes, uno de ellos tienen 52 años y los 6 restantes oscilan entre 65 y 79 años de edad, solo cuatro de ellos presentaron declaraciones extrajuicio en las que manifestaron que han laborado como Madres Comunitarias para el ICBF, así mismo aportaron algunas certificaciones del ICBF en las que consta  que las actoras son o fueron  responsables de un hogar comunitario.  Igualmente, 2 de las accionantes allegaron historias laborales de Colpensiones donde registran las semanas cotizadas al sistema pensional.  En tal sentido, insiste el abogado de las impugnantes que sus prohijadas son personas de especial protección constitucional por encontrarse en debilidad manifiesta ante la afectación del mínimo vital generado de la ausencia del pago de las prestaciones sociales por parte del ICBF, pese a que entre ellas y dicha institución existió un vínculo laboral y por ende el amparo invocado debe prosperar.
6.13. Pretenden las impugnantes que en relación al derecho a la igualdad, se dé aplicación a la Sentencia T-480 de 2016 de la Corte Constitucional, cuya nulidad parcial fue decretada en el Auto 186 de 2017 por considerar que contrariaba la jurisprudencia de la Corte Constitucional aplicable, así como sirvió de base en el reconocimiento de los derechos de las madres comunitarias, se mantuvo la procedencia respecto de los derechos pensionales, dada la protección especial de estas, en razón a su edad, estado de salud y demás. 
6.14. Para esta Sala no queda duda que por regla general los consecuencias de las providencias que profiere la Corte Constitucional
 en virtud de su facultad de revisión son inter partes, esto es, afectan solo a quienes intervinieron en el proceso de revisión, a pesar que también la Corte puede determinar el efecto de un fallo en un caso concreto, razón por la cual ha proferido sentencias donde ha advertido que amparar exclusivamente los derechos invocados por quien promueve la acción, sin considerar los resultados que tal decisión tiene respecto a situaciones comunes en personas que no acudieron a la tutela, implica el desconocimiento de otras garantías fundamentales, por lo que le ha dado efectos inter comunis, efecto que no ha sido el otorgado en la sentencia T-480 de 2016, según lo que se desprende de su lectura. 

6.15.  Ahora bien, para saber a ciencia cierta y de manera irrefutable si en verdad les asiste razón a las accionantes en sus aseveraciones, se requiere una valoración exhaustiva del caso concreto, un amplio debate probatorio en el cual se involucren en debida forma todas las partes interesadas para que puedan ejercer el derecho de contradicción; lo cual no puede hacerse en este trámite, máxime cuando el único medio de prueba que allegaron las actoras fueron declaraciones extrajuicio que rindieron ante las diferentes notarías en las que manifestaron mantener un vínculo laboral con el ICBF cuando prestaron sus servicios como madres comunitarias.  De tal manera, que el medio idóneo no resulta ser la tutela sino un proceso ordinario en la jurisdicción laboral.
6.16.  Por lo tanto, la Sala considera que en este asunto específico no se cumple el presupuesto de la subsidiariedad, toda vez que no se puede concluir a simple vista si en realidad existió un vínculo laboral entre las accionantes y el ICBF.  De tal manera, que este debate debe ser dirimido en la vía ordinaria.  Por lo tanto, es necesario señalar que la acción de tutela no es el único medio o instrumento de defensa judicial que poseen las actoras para la protección de su derecho a la seguridad social, teniendo en cuenta que pueden acudir a la  jurisdicción de lo contencioso administrativa, si el demandado es el ICBF o la jurisdicción laboral
, a través de un proceso ordinario, si el demandado es el operador del hogar comunitario y en solidaridad el ICBF, con el fin de que se determine si las actividades cumplidas por las demandantes como madres comunitarias proceden de un relación laboral y por ende habría lugar al pago de salarios y demás prestaciones sociales, siendo estos mecanismos idóneos y eficaces para salvaguardar el derecho que consideran conculcado, pues sus pretensiones pueden ser tramitadas y decididas de forma adecuada por esta vía.  

6.17.  Para ratificar lo anterior, debe precisarse que la Corte Constitucional en el Comunicado No.31 de agosto 8 y 9 de 2018 (Sentencia SU-079 de 2018 del 9 de agosto de 2018) reiteró su precedente en cuanto a la inexistencia de un contrato realidad entre las madres comunitarias, madres sustitutas y el ICBF por la asistencia comunitaria desarrollada antes del año 2014. Así mismo, reafirmó que “ante la carencia de una relación subordinada entre las partes se impone como consecuencia el decaimiento de la reclamación de salarios y las prestaciones sociales derivadas del mismo y a cargo del empleador”.  Al respecto, dicha Corporación consideró:
“(i) En relación con la supuesta estructuración de una relación de trabajo entre las accionantes y el ICBF por los diferentes periodos en que estas se desempeñaron como madres comunitarias y sustitutas, la Corte reiteró que tanto la ley como la jurisprudencia constitucional han descartado la posibilidad de que ello se configure. 
Para el caso de las madres comunitarias, su participación en dicho programa suponía una labor solidaria y una contribución voluntaria en beneficio de los menores objeto del mismo, que responde a la obligación de la familia, la sociedad y el Estado de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, de acuerdo con el artículo 44 superior. En esa medida, el artículo 4 del Decreto 1340 de 1995 expresamente previó que la vinculación de las madres al aludido programa “no implica relación laboral con las asociaciones que para tal efecto se organicen, ni con las entidades públicas que participen en el mismo”. En el mismo sentido, el artículo 16 del Decreto 1137 de 1999, precisó que la participación de la comunidad en el desarrollo de los programas adelantados por el ICBF “en ningún caso implicarán una relación laboral con los organismos o entidades responsables por la ejecución de los programas”. En igual dirección, la jurisprudencia constitucional ha entendido que la relación entre las madres comunitarias y los entes vinculados al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, es de orden contractual civil y de allí “no se desprende una vinculación de carácter laboral”, en los términos de la sentencia SU-224 de 1998. 
La Corte advirtió que solo a partir del año 2014 con la expedición del Decreto 2895, las madres comunitarias fueron vinculadas laboralmente mediante contrato de trabajo con las entidades administradoras del Programa, quien es su único empleador y no el ICBF, contando desde entonces con todos los derechos y garantías propios de una relación laboral. 
Tratándose de las madres sustitutas, el tribunal constitucional observó que su labor responde al enfoque solidario y de corresponsabilidad social en beneficio de los menores en situación de vulneración de derechos. El Código del Menor (Decreto 2737 de 1989) en su artículo 79 estableció que “el hogar sustituto no tendrá derecho a reclamar remuneración alguna por el cuidado del menor, ni por ello se configurará relación laboral o contractual onerosa con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar”. En el mismo sentido, el artículo 59 del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006), prevé que “en ningún caso se establecerá relación laboral entre el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los responsables del hogar sustituto”. 
Al no poderse legalmente estructurar una relación de trabajo entre las accionantes y el ICBF, no existía obligación alguna en cabeza de la entidad accionada de reconocerla y de pagar las prestaciones sociales inherentes a la misma como tampoco el pago de aportes parafiscales en favor de aquellas.
La anterior conclusión no restringe o descarta la posibilidad que tienen las accionantes de acudir, si así lo estiman conveniente, ante la Jurisdicción Ordinaria Laboral con el fin de que el juez natural de este tipo de controversias se pronuncie sobre la alegada existencia de un contrato realidad, para que con observancia de las garantías constitucionales de las partes y de terceros, mediante pruebas practicadas con pleno respeto del derecho de contradicción, y luego de un detallado debate fáctico, jurídico y probatorio, se establezca si de alguna manera se configuró una relación laboral entre las accionantes y el ICBF, fuera o dentro de los distintos programas liderados por la entidad, y/o con los operadores o entidades administradoras del programa. 
(ii) En materia de aportes parafiscales en pensión, la Corte encontró que el único beneficio que contempló la normatividad para las madres comunitarias y sustitutas está previsto en el artículo 2º de la Ley 1187 de 20086, el cual solo consagró un subsidio al aporte del Régimen General de Pensiones. En los asuntos acumulados las accionantes no invocan el acceso a dicha prerrogativa, pues justamente la mayoría hicieron uso de esta y cuentan en su historia laboral con el subsidio al aporte de cotización, de acuerdo a lo informado por el Consorcio Colombia Mayor 2013 y Colpensiones. Lo que pretenden las madres comunitarias y sustitutas es el pago total de los aportes a pensión derivados de una supuesta relación de trabajo entre ellas y el ICBF, lo cual, como se señaló, no es posible.”  (Subrayas propias)
Por lo anterior, la Corte Constitucional concluyó que: “el ICBF no vulneró los derechos fundamentales de las accionantes, toda vez que entre la entidad y las madres comunitarias y sustitutas ni en el ordenamiento jurídico como la jurisprudencia constitucional prevén la posibilidad de que se estructure una relación laboral. Los Programas de Hogares Comunitarios y Sustitutos se fundamentan en una labor voluntaria y solidaria de carácter social. En consecuencia, al no existir un vínculo laboral entre el ICBF y las referidas madres, no se genera la obligación para la entidad de reconocer acreencias laborales ni el pago de aportes parafiscales en su favor. Asimismo, no existe vulneración de los derechos fundamentales invocados por las accionantes por parte del Consorcio Colombia Mayor 2013 ni Colpensiones, ya que se han subsidiado los aportes en pensiones de acuerdo al marco legal y reglamentario que gobierna el Programa de Subsidio al Aporte en Pensión y se han registrado en la historia laboral las semanas subsidiadas de quienes se afiliaron, lo cual ha dependido del pago porcentual que le corresponde asumir a los beneficiarios del mismo y no incurrir en las demás causales de suspensión o retiro. Por tanto, en los expedientes acumulados se revocarán las decisiones de instancia que concedieron el derecho y se confirmarán las que negaron el mismo, pero por las razones expuestas en esta providencia.” (Subrayas propias)
6.18.   Así mismo, esta Sala en los casos específicos que ahora estudia, no cuenta con los elementos materiales que permitan inferir la causación de un perjuicio irremediable o que esté consumado, como para que proceda el amparo como mecanismo transitorio, pues si bien es cierto la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que las madres comunitarias o sustitutas son sujetos especiales de protección
, ello no implica que con tal calidad se configure tal perjuicio, pues a pesar de la informalidad del amparo constitucional, las actoras debían sustentar y probar los factores a partir de los cuales pretendan derivar el daño inminente, situación que es ausente en el presente amparo y que se desconoce por cuanto nada se sabe de sus circunstancias personales y familiares actuales, que en últimas permita entrever que su mínimo vital se ha visto efectivamente afectado, y que no se lograba con la prueba solicitada en la tutela al estar orientada a demostrar los elementos del contrato de trabajo.

6.19. Por lo tanto, se advierte que no se cumple con uno de los requisitos para la procedencia excepcional de la tutela, como es el de la ausencia de otros medios de defensa judicial o que teniéndolos no resultan eficaces,  postura que ha sido acogida por esta Colegiatura en casos similares como el que ahora se estudia, en los que se declaró la improcedencia de la acción constitucional al haberse determinado que las accionantes madres comunitarias no habían probado porqué la acudir a la jurisdicción ordinaria no resultaba idónea para lograr el fin propuesto
.  

6.20. Por lo tanto, en consonancia con lo expuesto por el juez de primer nivel, no están dadas las condiciones para que el amparo sea procedente y pueda efectuarse un estudio de fondo sobre el debate propuesto entorno a la obligación o no de la entidad demandada de asumir las cotizaciones reclamadas, ya que es claro que existe la vía ordinaria para dirimir ese tipo de conflictos y la acción de amparo no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, situación que no puede alegarse por el solo hecho de que, como quedó acreditado anteriormente, 6 de las accionantes cuentan con edades entre los 60 y 79 años, pues si tal fundamento es el que se debe considerar como la causa para amparar sus  derechos fundamentales, se insiste en que la controversia suscitada por las demandantes es de carácter laboral y lo atinente al pago de la seguridad social, todo lo cual escapa a la competencia del juez constitucional en cuanto en la misma no están involucrados únicamente los intereses de la accionante sino también los de la entidad tutelada. Además, no basta con la manifestación de que las accionantes se encuentran en una edad avanzada ni en precaria situación económica, pues se requería demostración de tal circunstancia con otros elementos de pruebas sobre el estado actual de las mismas.
Por lo discurrido, esta Sala confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR  la decisión emitida el 23 de agosto de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de esta capital dentro de la acción de tutela en la cual se acumularon las demandas de amparo instauradas por las María Amparo Ossa, Luz Dary Sánchez de Marín, Ofelia Villa de Orozco, María Amanda Pérez, María Nubia Ibarra Trejos, Lucy de Jesús Valencia Vallejo y Alcira García, en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF y Consorcio Colombia Mayor. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sentencia T-130 de 27-03-2015, M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.


� Sentencia T-130 de 27-03-2015, M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.


� Ver Sentencia Tutela 2a Instancia del 9 De Octubre De 2017, Radicación: 66001310400520170007301, Accionante: María Del Carmen Gaviria, Mp Jorge Arturo Castaño Duque, Confirma Improdecencia, Sentencia   2ª Instancia  - 20 De Octubre De 2017, radicación No.66001-31-09-006-2017-00071-01, Accionante: María Esther Valle Ospina, Accionado: I.C.B.F., M.P.  	Manuel Yarzagaray Bandera; Sentencia  2ª Instancia –� 30 De Octubre De 2017, radicación No.66001-31-87-003-2017-00067-01, Accionante: Libia Londoño De Restrepo, Accionado: ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera; 	Sentencia 2ª Instancia –� 30 De Octubre De 2017,  Confirma Improcedencia, Radicación No.66001-31-87-003-2017-00067-01,Accionante: Libia Londoño De Restrepo, Accionado: ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera; 	Sentencia   2ª Instancia – �14 De Noviembre De 2017, Confirma Improcedencia, Radicación No. : 66001-31-87-001-2017-00062-01, Accionante: María Nelly Martínez Valencia, Accionado: ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera; 	Sentencia   2ª Instancia – 15 De Noviembre De 2017,  Confirma Improcedencia, Radicación Nro.:66001-31-87-004-2017-00061-01; Accionante: Herminia Calles De Betancourt, Accionado:ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, Sentencia  – 2ª Instancia –del 9 De Noviembre De 2017, Proceso:  	Acción De Tutela – Revoca Amparo Y Niega La Acción Por Improcedente, Radicación Nro. : 66001-31-07-001-2017-00083-01, Accionante:  Amparo Salazar Galvis, Accionado: ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera; 	Sentencia 2ª Instancia – del 27 De Noviembre De 2017, Proceso: Acción De Tutela – Confirma Improcedencia, Radicación Nro.: 66001-31-09-007-2017-00088-01, Accionante:  Alicia Toro De Paredes, Accionado: ICBF, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera. Además, de las sentencias que fueron acumuladas por el Juagado 5º Penal del Circuito de esta ciudad en las que se declaró su improcedencia y que fueron confirmadas por esta Sala mediante sentencias de 2ª instancia bajo el radicado No.2018-00097 del 20 de junio de 2018 y el No.2018-00028 del 12 de junio de 2018, con ponencia del Magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz.
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